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1.- SENTENCIA 417/2020, DE 10 DE JULIO. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCION PROCESAL Y DE CASACION.  NUM.: 3477/2017 
Ponente Excmo. Sr. D. Rafael Sarazá Jimena 
Votación y fallo: 25/06/2020 
 
Materia: Préstamo hipotecario multidivisa. Carácter de prestatarios de quienes 
aparecen como tales en la escritura del préstamo hipotecario, aunque el dinero 
prestado se ingresó en la cuenta bancaria correspondiente exclusivamente a uno 
de ellos. Plazo de ejercicio de la acción. Día inicial. Consumación del contrato: 
cuando se entregó el dinero por el prestamista. Al ser un contrato financiero 
complejo, a efectos del inicio del plazo de ejercicio de la acción, no puede 
entenderse consumado el contrato antes de que los prestatarios pudieron 
conocer los hechos determinantes del error. 
 
  «Un préstamo denominado en divisas, aunque no esté sometido a la 
normativa del mercado de valores y, en concreto, a la normativa MiFID, es un 
contrato que presenta una especial complejidad, pues la referencia a una divisa 
para fijar el importe en euros de las cuotas periódicas y del capital pendiente de 
amortizar, determina no solo la fluctuación de la cuota del préstamo, que puede 
ser muy importante, sino también la posibilidad de que pese a pagar 
puntualmente tales cuotas, el equivalente en euros del capital pendiente de 
amortizar por el cliente no disminuya o incluso se incremente aunque haya 
pasado un tiempo considerable desde que comenzó el pago de las cuotas 
periódicas. Por tal razón, la consumación del contrato, a los solos efectos de 
determinar el momento inicial del plazo de ejercicio de la acción de anulación del 
contrato por error o dolo, no puede quedar fijada antes de que el cliente haya 
podido tener conocimiento de los hechos determinantes de la existencia de dicho 
error o dolo.  
 11.- En el presente caso, tal como ha resultado fijado en la instancia, los 
prestatarios tuvieron conocimiento de los hechos determinantes del error en el 
que basan su acción cuando la cuota mensual superó los dos mil euros y, al pedir 
explicaciones en el banco, se les informó de que adeudaban un capital en euros 
superior al que les fue entregado inicialmente. Y la demanda fue interpuesta 
cuando ya habían pasado más de cuatro años desde ese momento. Por tal 
razón, de acuerdo con lo previsto en el art. 1301.IV del Código Civil, cuando se 
interpuso la demanda, había transcurrido el plazo de ejercicio de la acción». Se 
desestiman los recursos extraordinario por infracción procesal y de casación. 
 

2.- SENTENCIA 420/2020, DE 14 DE JULIO. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCION PROCESAL Y DE CASACION.  NUM.: 2881/2017 
Ponente Excmo. Sr. D. José Luis Seoane Spiegelberg 
Votación y fallo: 24/06/2020 
 
Materia: Responsabilidad extracontractual. Indemnización del daño. Límites al 
deber de resarcimiento del daño. Valoración de vehículo de motor en caso de 
siniestro total. Importe de reparación manifiestamente superior al precio de un 
vehículo de segunda mano de similares características. Indemnización por valor 
de uso. 
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  «Como venimos destacando no es factible una forma de reparación del 
daño que sea desproporcionada a las circunstancias concurrentes, cual es que, 
conociendo que el vehículo era siniestro total, a los tres días del accidente, optar 
por el alquiler de un vehículo de motor cuyo coste, a la fecha de la audiencia 
previa, doblaba el importe de la reparación del vehículo y triplicaba su valor de 
mercado y que además se sigue devengando. Elevado coste, cuya asunción por 
parte de la víctima acreditaba una capacidad económica que le permitía acudir 
a otros medios alternativos menos gravosos para conservar el valor de uso de la 
cosa. 
 No obstante, también la aseguradora debió de ser diligente en la 
liquidación del daño, constatada la necesidad del vehículo por parte del actor. 
No tiene sentido demorar la oferta de indemnización hasta los cinco meses 
posteriores al siniestro, como tampoco la tiene exigir los gastos de alquiler hasta 
la ejecución de los trabajos de reparación, cuando ésta no era procedente y la 
indemnización ofrecida por la aseguradora conforme a derecho y proporcionada 
a las circunstancias concurrentes, de manera tal que posibilitaba la adquisición 
de un vehículo similar en el mercado.  
 Es, por ello, que el tribunal considera que procede conceder una 
indemnización por el valor de uso del que el actor se vio privado, correspondiente 
a los importes de alquiler documentalmente justificados hasta el 8 de mayo de 
2014, en atención a que, el 5 de mayo de dicho año, la compañía demandada 
efectuó la oferta de pago de la indemnización correspondiente proporcionada a 
la entidad del daño. 
 Ello supone, asumiendo la instancia, una indemnización adicional por tal 
concepto de 2947,84 euros, con los intereses legales del art. 20 de la LCS desde 
la fecha del siniestro, sin que conste que en dicha suma se incluyese el importe 
del combustible consumido de cargo del actor». Se estima en parte el recurso de 
casación. 
 
3.- SENTENCIA 421/2020, DE 14 DE JULIO. RECURSO DE CASACION.  NUM.: 4992/2017 
Ponente Excmo. Sr. D. Eduardo Baena Ruiz 
Votación y fallo: 25/06/2020 
 
Materia: Contrato de seguro. Artículo 74-2 de la LCS. Seguro de defensa 
jurídica. Límite pactado en situación de conflicto de intereses. 
Cláusula delimitadora de la cobertura y supuesto en que pudiese ser limitativa 
de los derechos del asegurado. 
 
  «Surge la duda de si la norma que permite al asegurador limitar 
cuantitativamente la cobertura de los gastos de defensa jurídica cuando el 
asegurado haya optado por confiársela a un profesional de su libre elección ha 
de interpretarse en el sentido de que la cláusula que fija ese límite de cobertura 
es en todo caso delimitadora de la misma, o si, por el contrario, dicha previsión 
legal ha de interpretarse exclusivamente en el sentido de que el asegurador está 
legalmente facultado para establecer un límite cuantitativo en la póliza, pero bien 
entendido que, por tratarse de una limitación de los derechos del asegurado en 
un contrato de adhesión, su validez y oponibilidad vendría condicionada al 
cumplimiento de los específicos requisitos (de aparecer destacadas de modo 
especial en la póliza y haber sido específicamente aceptadas por escrito) del art. 
3 LCS […] 
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 Descendiendo al supuesto enjuiciado, y aun reconociendo que el límite 
fijado es muy superior al de la sentencia de referencia, se constata que se separa 
ostensiblemente de la cuantía minutada conforme al baremo orientador 
elaborado por el colegio profesional, en relación con los intereses que se han 
defendido, esto es, con el quantum de la responsabilidad civil reclamada en la 
demanda. 
 Consecuencia de lo anterior es que debe ser calificada la cláusula, en 
cuanto al límite de cobertura, como limitativa de la misma, pues de lo contrario 
el asegurado vería sensiblemente desnaturalizado el contrato en lo relativo a su 
defensa jurídica, pues la afrontaría, económicamente, en un tanto por ciento 
notablemente más elevado que el fijado como límite en la póliza. Esto es, la 
aseguradora abonaría al asegurado sólo la cuarta parte de lo minutado a éste 
por su letrado». Se estima el recurso de casación. 
 
4.- SENTENCIA 426/2020, DE 15 DE JULIO. RECURSO DE CASACION.  NUM.: 3462/2017 
Ponente Excmo. Sr. D. Juan María Díaz Fraile 
Votación y fallo: 18/06/2020 
 
Materia: Contrato de seguro. Ámbito objetivo del seguro de accidentes; los 
elementos constitutivos del concepto legal de «accidente»: evento involuntario, 
externo, violento súbito. Concepto legal de «lesión corporal» a los efectos del 
contrato de seguro de accidente: precedentes jurisprudenciales. El régimen del 
art. 20 LCS sobre los intereses de demora a cargo de la aseguradora. 
Exoneración por concurrencia de causas justificativas del retraso en el pago. 
 
  «En el caso de la presente litis, el hecho traumático desencadenó en el 
actor un shock psíquico que, además de especialmente virulento, según se 
describe en el relato fáctico hecho por la Audiencia, fue inmediato, constatado 
por el médico forense en el momento mismo del levantamiento del cadáver, y 
confirmado un mes más tarde por el informe de la psicóloga que examinó al 
actor.  
 El daño, por tanto, fue especialmente intenso, inmediato al evento 
causante, no transitorio, y sujeto a una evolución de agravación progresiva, 
conforme a la naturaleza de su propia etiología, según se desprende del nexo 
causal directo afirmado por la Audiencia, que desembocó finalmente, al cabo de 
un año y tres meses, en una invalidez permanente, por «accidente no laboral».  
 Esa evolución temporal de los padecimientos psíquicos del actor durante 
un periodo de más de un año, hasta llegar al resultado de su invalidez, no enerva 
esta conclusión, pues resulta acorde con su naturaleza. Precisamente en la 
definición de la CIE 10 de la OMS, una de las características del trastorno por 
estrés postraumático es que surge como respuesta tardía o diferida a un 
acontecimiento estresante.  
 13.- Esta conclusión, por lo demás, viene a coincidir con la adoptada en 
el ámbito de la jurisdicción de lo social, que reconoció al actor una invalidez 
permanente en el grado de incapacidad permanente absoluta derivada de 
accidente no laboral, excluyendo su consideración de enfermedad común, según 
la sentencia núm. 856/2015, de la Sala de lo Social (Secc. 1ª) del Tribunal 
Superior de Justicia de Cantabria […] 
 Pues bien, con tal base argumental hemos de resolver el supuesto litigioso 
que nos ocupa, y con ello concluir que debemos desestimar este motivo del 
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recurso y confirmar la sentencia recurrida en la medida en que extiende el 
concepto de accidente, a los efectos del seguro de tal clase, a los hechos 
descritos y acreditados en la instancia, y cuya relación causal con la patología y 
la posterior invalidez sufrida por el actor es declarada probada por la sentencia 
recurrida, al concurrir todos los requisitos legales para ello, según hemos 
analizado ampliamente «supra». Se estima en parte el recurso de casación. Voto 
particular del Excmo. Sr. Magistrado D. José Luis Seoane Spiegelberg, al que se 
adhieren los Excmos. Sres. Magistrados D. Antonio Salas Carceller y D. Eduardo 
Baena Ruiz. 
 
5.- SENTENCIA 448/2020, DE 20 DE JULIO. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCION PROCESAL Y DE CASACION.  NUM.: 3099/2017 
Ponente Excma. Sra. D.ª M.ª Ángeles Parra Lucán 
Votación y fallo: 15/07/2020 
 
Materia: Daños por productos defectuosos. Grupos de empresas. 
«Levantamiento del velo». Responsabilidad de la distribuidora que pertenece al 
mismo grupo que la fabricante. Productor aparente. 
 
  «En el caso debemos compartir la valoración de la Audiencia, pues no 
puede considerarse que la inclusión en las etiquetas y en los contenedores de 
las prótesis del nombre del fabricante en el que se hace referencia a que es una 
empresa del grupo Johnson and Johnson (DePuy, e infrascrito en letra pequeña 
«a Johnson and Johnson Company») haya creado la apariencia de que la 
fabricante es Johnson and Johnson S.A., filial española del mismo grupo. 
Además de que se trata de un producto que no es adquirido directamente por los 
usuarios y que se implanta por intermediarios expertos, hay que observar, a la 
vista de los hechos probados y de las propias alegaciones del recurrente, que 
resulta con claridad que en las adjudicaciones a los hospitales, en las alertas de 
retirada, en el aviso de la Agencia Española de Medicamentos y Productos 
Sanitarios, es DePuy International Ltd. quien aparece como fabricante, de 
acuerdo con las normas reglamentarias que exigen la perfecta identificación del 
fabricante de los productos sanitarios e implantes. 
 Enlazando con lo anterior, el recurrente utiliza en apoyo de la aplicación 
al caso de la doctrina del productor aparente el argumento de que los médicos, 
cuando informan a sus pacientes sobre la implantación de una prótesis, no se 
refieren a DePuy sino a Johnson and Johnson, por el prestigio del nombre. Este 
razonamiento, sin embargo, no permite considerar a la empresa española que 
distribuye como productor aparente. La tesis del recurrente se basa en la 
hipotética apariencia de fabricante que hubiera podido crear un tercero, el 
profesional sanitario que utiliza el producto en la prestación de un servicio médico 
y con ocasión de la obtención del consentimiento informado. De ser así se estaría 
considerando relevante la conducta de un tercero, cuando en las normas sobre 
el productor aparente lo decisivo es que se equipara al productor a quien se 
presenta a sí mismo como tal. 
 La sentencia recurrida, por tanto, al no considerar a Johnson and Johnson 
S.A. como productor aparente no ha infringido el art. 4 de la Ley 22/1994, y debe 
ser confirmada». Se desestima el recurso extraordinario por infracción procesal 
y el recurso de casación. 
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6.- SENTENCIA 459/2020, DE 28 DE JULIO. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCION PROCESAL.  NUM.: 157/2018 
Ponente Excmo. Sr. D. José Luis Seoane Spiegelberg 
Votación y fallo: 15/07/2020 
 
Materia: Recurso extraordinario por infracción procesal. Recurso de apelación. 
Posición jurídica de los terceros intervinientes. DA 7ª LOE. La posibilidad de 
recurrir de los agentes llamados al proceso con respecto a los pronunciamientos 
de la sentencia que les puedan resultar adversos. Impugnación del recurso de 
apelación. Requisitos. Perjuicio en la impugnación. 
 
  «En este caso, al tratarse de la aplicación de la Disposición Adicional 7.ª 
de la LOE, sin que los terceros impugnantes se hayan constituido formalmente 
en parte demandada, al no postular la comunidad de propietarios actora que la 
demanda se dirija contra ellos, y, por lo tanto, no ser factible su absolución o 
condena; el concepto de perjuicio para impugnar la sentencia adquiere unas 
connotaciones específicas, derivadas del hecho de que, conforme a la 
jurisprudencia de esta sala, los referidos terceros quedarán vinculados por las 
declaraciones que se hagan en la sentencia de apelación a propósito de su 
actuación en el proceso constructivo, en el sentido de que en un juicio posterior 
no podrán alegar que resultan ajenos a lo ejecutado. 
 Es por ello que, al contener el recurso de apelación, una serie de 
valoraciones sobre la intervención profesional de los terceros impugnantes en la 
obra litigiosa, con la finalidad de verse la promotora exenta de responsabilidad, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 17.3 II de la LOE, no limitándose pues la 
apelante a valorar su propia actuación; las imputaciones realizadas con respecto 
a dichos terceros, que agravaban su participación en las obras de climatización, 
en tanto en cuanto podrían afectarles peyorativamente cara a un ulterior proceso 
en que fueran efectivamente demandados, determinan que consideramos, en un 
interpretación no restrictiva del acceso a los recursos, que no cabe privarles de 
la posibilidad de impugnar.  
 En definitiva, el resultado del recurso de apelación, tal y como fue 
formulado, no les resultaba indiferente e incluso podría ser perjudicial a sus 
intereses». Se estima el recurso extraordinario por infracción procesal. 
 
7.- SENTENCIA 458/2020, DE 28 DE JULIO. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCION PROCESAL Y CASACION.  NUM.: 3598/2018 
Ponente Excma. Sra. D.ª M.ª Ángeles Parra Lucán 
Votación y fallo: 15/07/2020 
 
Materia: Liquidación de gananciales. Adjudicación de participaciones sociales. 
 
  «Frente a la sentencia que adjudica al Sr. M las participaciones 
gananciales y le impone que abone a la Sra. N la mitad de su valor (descontando 
lo que vale la parcela mencionada, que se le atribuye a ella), el Sr. M solicita que 
se anule la sentencia y se confirme la sentencia del juzgado, que acordó la 
subasta de las participaciones […] 
 El juzgado acordó la subasta a pesar de considerar que las participaciones 
eran divisibles. Ciertamente las participaciones sociales no son indivisibles, pero 
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atribuir a la Sra. N participaciones que supongan un 23% del capital le haría 
quedar en minoría en una sociedad controlada por su exmarido y su excuñado, 
de modo que un paquete minoritario que no permite ninguna influencia en las 
decisiones sociales desmerece mucho en su valor. La Audiencia afirmó que, 
aunque no constaba la existencia de limitaciones estatutarias a la 
transmisibilidad de las acciones (y no se ha cuestionado esta afirmación), 
compartía el criterio del juzgado. 
 En efecto, atribuir a la Sra. N un paquete minoritario de participaciones y 
convertirla en socia en una sociedad controlada por su exmarido y su excuñado 
sería castigarla a una especie de vinculación perpetua, pues resulta difícil 
imaginar que un tercero quisiera adquirir esas participaciones en tales 
condiciones. Tal solución, en definitiva, no solo dejaría la puerta abierta a 
numerosos conflictos, sino que incumpliría la propia finalidad de la liquidación, 
que no es otra que la de poner fin a las situaciones de indivisión no deseadas. 
 iv) Esta sala considera que la otra alternativa propuesta por el Sr. M, la 
venta en pública subasta de todas las participaciones sociales gananciales, en 
la situación fáctica descrita, hace igualmente ilusoria la concurrencia de terceros 
a la subasta. 
 Al escaso interés que puede despertar la adquisición de un paquete 
minoritario en una sociedad en la que la mayoría la ostentarían los hermanos 
(pues no hay que olvidar el porcentaje privativo del recurrente) debe sumarse 
que, aunque no existan restricciones estatutarias a la transmisión de las 
participaciones, la subasta no podría eludir la aplicación de las disposiciones 
legales sobre transmisión de las participaciones sociales, lo que aún puede 
desalentar más a los terceros a interesarse por tal adquisición. 
 En definitiva, el resultado más que probable ante la ausencia de terceros 
que ofrezcan una cantidad razonable acabaría siendo la adquisición de las 
participaciones por los propios socios y por una cantidad muy inferior a la que se 
han valorado, de acuerdo con lo expuesto en el apartado 2.3 de este fundamento 
jurídico. 
 De ahí que, en atención a la singularidad de los bienes que deben 
liquidarse, la solución propuesta por el contador y aprobada por la Audiencia no 
es contraria a ninguno de los preceptos invocados por el recurrente. 
 En la aplicación del criterio de la «posible igualdad» en los lotes (art. 1060 
CC) no puede prescindirse de la naturaleza de los bienes y de las circunstancias 
concurrentes. En el caso, por lo dicho, las consecuencias de una subasta que se 
acordara para lograr la igualdad formal afectarían de manera muy diferente, de 
una parte, a quien, tras el divorcio, queda fuera de la empresa familiar y, de otra, 
a quien es socio administrador y desempeña en ella su trabajo personal». Se 
desestima el recurso extraordinario por infracción procesal y el recurso de 
casación. Voto particular del Excmo. Sr. Magistrado D. José Luis Seoane 
Spiegelberg, al que se adhieren los Excmos. Sres. Magistrados D. Ignacio 
Sancho Gargallo y D. Juan María Díaz Fraile. 
 
 
 

Julio 2020. 
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